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(Sin corregir) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida, dentro del marco del tratamiento del proyecto de 
reforma tributaria -proyecto de ley que hemos recibido del Poder Ejecutivo- a una delegación de la 
Asociación Uruguaya de Agencias de Viajes, integrada por la contadora Marta Gómez, el señor Ledo Silva y 
el doctor Miguel Pezzutti. 


SEÑOR PEZZUTTI.- Soy asesor letrado de la Asociación y, en nombre de la Comisión Directiva y de 
los socios, quiero manifestar nuestro agradecimiento por la invitación y la gentileza de recibirnos. 


En segundo lugar, quiero reafirmar la importancia y la perspectiva que tiene para nuestra asociación el tema 
de la reforma tributaria y el turismo como actividad para el país. Por ello trataremos de centrar nuestra 
posición en algunos puntos relevantes a ese respecto. Queremos manifestar nuestra intención de que sea 
recogida en la reforma tributaria una situación de inclusión dentro del régimen de exoneraciones que prevé el 
artículo 52 en el Título del IRAE con relación a las rentas de las compañías de navegación aérea y marítima. 
En ese sentido, nosotros desearíamos expresar la intención de las agencias de viajes de que las rentas 
derivadas de la comercialización de esos servicios también se encuentren exentas en virtud de que, de otra 
manera, se podría generar una distorsión en la competencia en el mercado; es decir que las rentas derivadas 
de la venta de pasajes de cualquiera de estos servicios estarían exoneradas, y no lo estarían, en su caso, las 
rentas de quienes, eventualmente, también tienen que competir en ese mercado en la venta de esos pasajes. 


Por lo tanto, la Asociación manifiesta su inquietud respecto de esta situación. 
SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- No entendí exactamente lo que está planteando. 


SEÑOR PEZZUTTI.- Me refiero al artículo 52 del Capítulo IX del Título del IRAE, que establece 
como rentas exoneradas las derivadas o correspondientes a las compañías de navegación marítima y 
aérea. Como ustedes saben, en la comercialización de los servicios de transporte aéreo y marítimo - 
también en el terrestre-, existe una participación muy importante en el mercado de los agentes de viaje. 
Podemos poner el ejemplo del transporte aéreo, que quizás es uno de los temas que actualmente genera 
más sensibilidad, ya que la remuneración del agente de viajes, por su actividad a nivel global, se está 
viendo afectada. Las rentas están exoneradas para las compañías aéreas -lo cual no nos parece una 
medida desacertada, por cierto-, pero las rentas que obtengan las agencias de viajes van a estar 
gravadas. En ese sentido, habría una discordancia en la capacidad de competencia en la venta de ese 
tipo de servicios. Por lo tanto, trasmitimos la inquietud de que se recoja también la situación de las 
agencias de viaje. 


Espero haber sido más claro en esta ocasión, y pido disculpas si no lo fui en la anterior. 


Por otra parte, queremos manifestar nuestra preocupación por una tendencia importante en materia de 
asignación de facultades o competencias al Poder Ejecutivo en este proyecto de reforma tributaria, en 
aspectos que, a nuestro juicio, son sustanciales en lo que hace al principio de legalidad y, fundamentalmente, 
en aspectos tales como la designación de sujetos pasivos. Entendemos que no es conveniente que se 
atribuyan amplias facultades en la designación de agentes sustitutos, figura que incorpora esta reforma 
tributaria. 


Finalmente, sin salir del tema, queremos referirnos a ciertos aspectos tributarios, aunque no estén dentro del 
proyecto de reforma. La Asociación de Agencias de Viaje adhiere a las iniciativas que se tomen en el 
Parlamento para establecer un sistema de devolución de impuestos a los turistas. En este sentido, conocemos 
un proyecto que ha presentado el señor Presidente de esta Comisión que no se trata, técnicamente, de una 
exoneración, sino de una delimitación del aspecto territorial del hecho generador del tributo. Esto, en otros 
términos, quizás podría plantear la duda de si es necesaria la iniciativa del Poder Ejecutivo. De todas 
maneras, lo que queremos trasmitir es la importancia que tiene para el turismo en general la promoción de un 
sistema de devolución de impuestos que nos coloque en situación de competitividad con otros países de la 
región como, por ejemplo, Argentina. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a esta delegación. 


Deseo formular una pregunta breve. En la actualidad, ustedes intermedian en la venta de pasajes, estadías, 
etcétera. ¿Eso lo contabilizan como una comisión y tributan como si fuera tal? ¿En concepto de qué tributan 
los ingresos que ustedes obtienen por la venta de pasajes o de servicios? 


SEÑORA PÉREZ.- En este momento, las agencias de viajes están tributando impuesto a la renta por 
los pasajes o los servicios que venden. Si son servicios prestados en el exterior, están exonerados de 
IVA. 


SEÑOR BRENTA.- Es un gusto recibirlos y agradecemos su visita. 


Estábamos mirando el artículo al que hacían referencia y veíamos que, en realidad, las compañías aéreas 
están exoneradas, siempre y cuando las compañías de bandera uruguaya tengan la misma reciprocidad en el 
país de origen. Por esa razón, queremos consultarles -obviamente, saben más que nosotros del tema- si esto 
no responde a alguna clase de acuerdo de carácter internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede claro en la Comisión, les pedimos que nos describan cómo es 
actualmente el sistema en general. Recién daban la explicación de cómo tributan las agencias de viajes, 
y sería bueno saber cómo lo hacen las compañías aéreas y marítimas, para luego analizar las 
inquietudes que se generan. De esta forma, la Comisión tendría una composición de lugar completa a 
los efectos de estudiar el tema. 


SEÑOR PEZZUTTI.- Les confieso que me parece que no sería apropiado que nosotros hagamos una 
descripción del régimen de tributación de las compañías aéreas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se trata de que nos cuenten cómo tributan, sino si están exoneradas. Es 
posible que ustedes tengan esa información. 


Queremos saber si el texto de la reforma innova en esa materia o está confirmando una forma de tributación 
que ya tienen las compañías. Si estamos innovando, deberemos analizar el tema en forma más general. 


SEÑOR PEZZUTTI.- Hasta donde sabemos, esto no implicaría una innovación. 


En cuanto a la pregunta del señor Representante Brenta, debemos decir que nuestra inquietud no tiene que 
ver con la circunstancia de que las compañías estén o no exoneradas; eventualmente, la exoneración responde 
a una cuestión de reciprocidad, lo que es muy frecuente en materia de aeronavegación y, en general, en el 
transporte. Básicamente, el fundamento es que haya un equilibrio. 


Queremos trasmitirles que vamos a una situación de ingresos cada vez menores para las agencias de viajes. 
Eso es lo que el mercado está pautando. Tenemos que resaltar que las compañías aéreas se manejan a través 
de una organización estructurada en forma general conocida como IATA -seguramente, escucharon hablar de 
ella- que representa al 95% de las compañías aéreas. Aunque no se establecen las pautas de remuneración de 
manera formal, tienen un poder de incidencia muy grande en el mercado. En la actualidad, están bajando en 
forma notoria los precios, poniendo en riesgo la seguridad económica y profesional de las agencias de viaje. 
De ahí nuestra preocupación de que haya elementos que nos permitan continuar en una situación de igualdad, 
al menos en lo que refiere a las rentas derivadas de este tipo de beneficios. En la medida en que la renta de 
una compañía esté exonerada por la venta de sus servicios de transporte, se debería trasladar esa exoneración 
a las agencias de viajes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos sus aportes y sus opiniones y quedamos a las órdenes para 
recibir cualquier información o documentación complementaria. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Uruguaya de Agencias de Viajes) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora de Entidades de la Unión) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación de la Coordinadora de Entidades de la Unión, 
integrada por los señores Juan Martínez, Julio Muñoz y Ubaldo Delorenzo, para que nos den su opinión sobre 
los aspectos que entiendan pertinentes del proyecto de reforma tributaria que está a consideración. 


SEÑOR DELORENZO.- Integramos la Comisión de Fomento de la Unión y comparecemos aquí a los 
efectos de pedir la exoneración tributaria. Contamos con el apoyo de la Coordinadora de Entidades de 
la Unión, que reúne a aproximadamente veinte instituciones, cuyo cometido es trabajar en forma 
mancomunada en aquellos macroproyectos que puedan mejorar el barrio y, consecuentemente, 
beneficien a todas las instituciones. 


En primer lugar, agradecemos que nos hayan recibido y el tiempo que van a dispensar para escuchar nuestro 
planteamiento. 


La Comisión de Fomento de la Unión fue fundada el 27 de diciembre de 1934. Es la primera Comisión de 
Fomento de Montevideo, y surge como consecuencia del llamado que hizo en la década del treinta el 
entonces Intendente de Montevideo, señor Dagnino, quien convocó a todos los barrios a que constituyeran 
comisiones de fomento barriales en sustitución de los consejos auxiliares que habían sido establecidos por la 
Junta Económico- Administrativa. Durante estos setenta años, la Comisión de Fomento ha sido un referente 
importante en el barrio y ha cumplido una misión significativa. Por ejemplo, en el año 1953 tomó a su cargo 
la iluminación de la avenida 8 de Octubre, desde Pan de Azúcar hasta Propios, con el aporte de vecinos e 
instituciones comerciales. Se colocaron doscientos focos de cinco luminarias de los cuales, lamentablemente, 
no queda ninguno y algunos de ellos están en uno de los sectores de la Plaza Independencia y los demás no sé 
si en otras plazas o donde se guarda el material de la Comuna montevideana. También logramos que la 
Biblioteca Schinca, fundada por los vecinos, y clausurada porque había sido desalojada del inmueble que 
ocupaba en la avenida 8 de Octubre, volviera a la Unión, a la sede donde estaba ubicada la antigua sociedad 
comercial de Montevideo. Durante cuatro años, los libros estuvieron en la Dirección de Paseos Públicos. En 
el año 1986 la Comisión logró que se hiciera un estudio interdisciplinario por parte de organismos 
universitarios acerca de la realidad del barrio. Durante dos años, más de ciento cincuenta estudiantes hicieron 
un relevamiento total y exhaustivo de la Unión, tanto de sus habitantes como de sus empleos, de las 
industrias que allí había, de la población etaria, etcétera. 


Vamos a lo concreto. En la Comisión de Fomento de la Unión se cumplen funciones de carácter social que, 
entendemos, son de cargo del Estado. Allí funciona una clínica psicoanalítica desde hace más de doce años, 
atendida por entre treinta y cuarenta psicólogos que son profesores de la Facultad de Psicología, estudiantes 
avanzados que hacen pasantías, etcétera. Se presta ese servicio a un núcleo importante del barrio y no 
solamente se atiende a niños enviados por las escuelas del Estado, sino a personas mayores que vienen de 
zonas aledañas. Tenemos un servicio de psiquiatría al que el Hospital Pasteur deriva gente. Asimismo, 
contamos con un consultorio jurídico atendido por dos abogados de la Facultad de Derecho, con la que 
hemos hecho un convenio. Nosotros ofrecemos toda la infraestructura, y el consultorio funciona dos veces 


por semana, los martes y jueves a partir de las 9 de la mañana; sin embargo, desde la hora 6, hay gente 
esperando. Tanto en el consultorio jurídico como en la clínica psicoanalítica hay gente en lista de espera. 


La clínica psicoanalítica empezó a funcionar en la estructura que tenía la sede de la Comisión, que es propia. 
Atendió en la sala donde se reúne el Consejo Directivo, en la sala donde había una biblioteca, en un sótano y 
en una buhardilla. Entendíamos que para que la labor en el área psicológica fuera eficaz, debería tener 
ambientes adecuados. Entonces, hicimos un convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para 
hacer seis consultorios independientes en la parte posterior de la sede, de manera que los psicólogos tuvieran 
un entorno adecuado para cumplir con su función. Pero nos llevamos la gran sorpresa: creíamos que por la 
función que cumplíamos estábamos exonerados de los aportes al BPS y, sin embargo, por esa obra, tuvimos 
que pagar sumas importantes. 


Somos una entidad privada que presta un servicio que, en honor a la verdad, debería prestar el Estado, y si 
este lo hiciera, tendría un costo de entidad. En realidad, estamos trabajando para el Estado y cuando hacemos 
una obra para prestar un mejor servicio -reitero, que debería prestar el Estado- en beneficio de la población, 
el BPS nos cobra los impuestos. 


Después de cumplir distintas gestiones ante el BPS, fuimos a visitar a la persona que decidía sobre el asunto, 
al doctor Olmos, quien en esa oportunidad era el Gerente de Recaudación. De esto ya hace más de seis o siete 
años. Nos dijo que no estábamos exonerados porque no había fundamento legal para establecer la 
exoneración, y que el único camino que nos quedaba era pelear el tema en ocasión del análisis de la Ley de 
Presupuesto y de la Rendición de Cuentas, lo que hicimos en los años 2000, 2004 y 2005, pero no tuvimos el 
éxito que esperábamos. Ahora, en ocasión del tratamiento del proyecto de reforma tributaria, volvemos a 
hacer nuestro planteamiento. Sabemos que parte de los fundamentos de la reforma tributaria es suprimir 
exoneraciones. Estamos de acuerdo con que se supriman aquellas exoneraciones que no tienen razón de ser, 
con que se racionalice el otorgamiento de exoneraciones pero, en este caso, en el que estamos prestando un 
servicio al Estado, creo que no solo tenemos que obtenerla, sino mantenerla en el futuro. 


Trajimos algunas disposiciones sobre exoneraciones, que vamos a dejar a la Comisión. Podemos decir que 
están exoneradas las asociaciones de empleadores, la Cámara de Industrias del Uruguay, la Cámara de 
Comercio y la Asociación Rural del Uruguay, y ¿qué beneficio prestan a la comunidad? También están 
exonerados los partidos políticos, los sindicatos y una serie de entidades. Si bien esa gente cumple una 
función a nivel social, no es directamente en beneficio de la población. 


Las primeras gestiones que hicimos en el año 2000 fueron ante las Comisiones de Hacienda del Senado y de 
la Cámara de Diputados. No tuvimos éxito. Presentamos un artículo para incorporar en el título 
Exoneraciones y el Presidente de la Comisión de la Cámara de Diputados -en aquel entonces era el señor 
Diputado Ibarra-, lo modificó y estableció otro que decía que quedaban incluidas en las exoneraciones de ese 
artículo las Comisiones de Fomento de vecinos, constituidas como asociaciones civiles que cuenten con 
personería jurídica. A esto nosotros decimos que si se quiere poner otras exigencias, podría agregarse: que 
realicen actividades y obras sociales y culturales en beneficio de la comunidad barrial. 


Cuando realizamos estas gestiones, averiguamos en el Registro de Asociaciones Civiles que lleva el 
Ministerio de Educación y Cultura y obtuvimos la lista completa de esas instituciones, que si bien era amplia, 
luego comprobamos que las que estaban en actividad en Montevideo no eran más de diez. Entre ellas se 
encuentra la Comisión de Fomento con servicio de este tipo, una Comisión en el barrio Las Acacias, otra 
cerca del Cementerio del Norte, en Sayago y en Colón. Quizás pueda haber alguna más que no respondió a 
nuestro llamado. 


La Comisión de Fomento de la Unión cuenta con el aval de la Coordinadora de Entidades de la Unión, que 
son más de veinte instituciones: Centro Comercial de la Unión, Institución Atlética Larre Borges, Club de 
Rotarios, Club de Leones, Casa de la Mujer Unión, Instituto de Historia y Urbanismo de la Unión, Sportivo 
Gloria y otras que no recuerdo ahora. Lo que solicitamos es que, a pesar de que el espíritu de la reforma 
tributaria es suprimir las exoneraciones, se supriman aquellas que no tienen el fundamento por el cual 
estamos bregando nosotros. Estamos prestando un servicio a la comunidad barrial que debería dar el Estado, 
y resulta que por cualquier modificación que tenemos que hacer en la sede para mejorar esos servicios, 
debemos pagar tributo como el comercio más floreciente de este país, lo que nos parece injusto. No estamos 
buscando una prebenda sino que se establezca una disposición que creemos justa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Como se dice, esto más que una reforma es un ajuste fiscal, es una 
intención del Gobierno de recaudar más. Entonces, el pedido que hacen va contrapelo de las 
intenciones del Gobierno y del señor Ministro Astori, que son aumentar la recaudación, y ustedes se la 
quieren bajar. 


¿Qué exoneración es la que quieren aumentar? Porque las sociedades civiles sin fines de lucro están 
exoneradas de muchas cosas. Creo entender -por eso pido que lo aclaren- que lo que quieren es estar 
exonerados de los aportes al BPS, pero es ¿de los aportes patronales o también de los aportes obreros? 


SEÑOR BRENTA.- Es difícil entender cómo alguien puede emitir un juicio y luego preguntar de qué se 
trata el reclamo. Se afirma que estamos frente a un ajuste fiscal y a continuación se pregunta de qué se 
trata la reivindicación. Uno se sorprende todos los días. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- He dicho, y lo he sostenido varias veces, porque lo recordaron, que 
este proyecto no es una reforma tributaria, sino un ajuste fiscal. Todos los días cambian los nombres: 
ya no es Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos, sino no sé qué; ya no es Operaciones 
Unitas, sino ayudar a tal cosa; ya no son razias de la Policía, sino una cosa parecida, con otro nombre. 


El nombre de este proyecto es reforma tributaria, pero yo no lo entiendo así. 


Concretamente, pregunto cuál es el pedido de la Coordinadora de Entidades de la Unión para que conste en la 
versión taquigráfica, y cuando se discuta el articulado del proyecto -sería importante que nos dejaran la 
redacción que han propuesto- en la Comisión y en el plenario tratar de incluir lo que solicitan. 


No se trata de que emita un juicio y luego pregunte, sino que quiero saber qué quieren. Yo tengo mi concepto 
sobre este ajuste fiscal. 


Lo que pasa es que no gusta que uno diga que este proyecto es un ajuste fiscal, como ha habido otros. 
Nuestro Partido los ha hecho, los colorados también y este Gobierno también lo ha hecho. 


SEÑOR BRENTA.- En el entendido de que se ratificó lo que yo había dicho, es decir, que se emite un 
juicio sin conocer cabalmente la solicitud, queremos consultar a la Coordinadora de Entidades de la 
Unión acerca de una duda. 


Mientras escuchábamos a los representantes de la institución, analizábamos a qué se refería el planteamiento. 
Está claro que la institución está comprendida en las exoneraciones del pago de impuesto a la renta, pero se 
habló del artículo 78, referente a los aportes patronales, que remite a las instituciones comprendidas en los 
artículos 5” y 69 de la Constitución de la República, básicamente instituciones sin fines de lucro. 


Queremos saber de qué se trata la exoneración que plantean, que me imagino refiere a los aportes patronales. 


Me parece que sería importante que quedara explicitado para que podamos considerarlo. 


SEÑOR DELORENZO.- La institución está exonerada del pago de la Contribución Inmobiliaria, que 
se ha otorgado porque se justificó el cumplimiento de las actividades que habilitan tal exoneración - 
esto lo hacemos cada cuatro años- y hace más o menos dos años del pago del impuesto de Primaria. 


La Coordinadora pretende que se exonere del pago de los impuestos que se cobran a nivel nacional, en los 
casos que se pueda habilitar; sabemos que casi no existen exoneraciones del pago de IVA. Si algún día 
vendemos nuestra sede, analizaremos si planteamos o no la exoneración del impuesto a las trasmisiones 
patrimoniales. 


Sin embargo, nuestro pedido es otro. En 1986, cuando contratamos una secretaria y una empleada de 
limpieza, pedimos la exoneración del pago de aportes patronales al BPS, que nunca logramos, pero tampoco 
nos cobraron y aún estamos en esta situación. Sin embargo, si se estudia ese expediente que está "stand by" - 
no sé por qué- corremos el riesgo de que nos cobren los aportes patronales de los últimos diez años. 


Por otra parte, nuestra sede es vieja, pero está hecha a nueva en la parte posterior. Si mañana firmamos un 
convenio -que podría ser con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas- para ampliar la sede, tendríamos 
que pagar los aportes patronales al BPS, que representan alrededor del 90% de los jornales. Los últimos 
aportes los pagamos en dólares a través de un convenio con el BPS, en cuotas mensuales, que fue sumamente 
difícil para la Coordinadora. Esta institución hace dos años tenía 1.500 socios, a quienes cobraba $ 20, y hoy 
tiene 60, y se les cobra la misma cuota. ¿Cómo nos mantenemos? Una vez por mes hacemos un almuerzo y 
se cobra para que siempre quede un margen. También tenemos un salón, que a veces alquilamos para fiestas, 
y ahí terminan nuestras fuentes de ingreso. 


En nuestro local, no solo se prestan servicios, sino también se reúnen grupos de jubilados, se dan clases de 
cocina, de falso mimbre, se organizan eventos culturales, por lo menos dos veces al año, y talleres de tejido. 
Además, se prestan las instalaciones para que funcione Trabajo por Uruguay; todos los años se presentan 
quienes quieren trabajar, que son cerca de 500, y quienes salieron sorteados. También se presta un servicio 
municipal. 


Por lo tanto, uno se desmoraliza. 


Si no nos ayudan, entonces que el Estado tome el servicio de la clínica psicoanalítica, del consultorio jurídico 
y dé asistencia locativa a las instituciones que funcionan en nuestra sede. 


Concretamente, queremos que se nos exonere del pago de los tributos nacionales que correspondan, 
especialmente de los aportes patronales del BPS, tanto del personal que está empleado por la institución 
como de las obras que se realicen. 


SEÑOR ASTI.- Hemos manifestado varias veces que no es nuestra intención, cada vez que concurran 
delegaciones, contestar las alusiones políticas directas que hacen algunos miembros de la oposición. 


Entendemos que el señor Diputado González Álvarez está mandatado por el Partido Nacional para que cada 
vez que se considere este tema, hable de ajuste fiscal. Lo puedo entender: si uno analiza la historia de la 
participación del Partido Nacional en los últimos cuatro gobiernos, advertirá que siempre apoyó los ajustes 
fiscales. Es lógico que sepa mucho de ese tema, y es uno de los profesores para dar clases de ajuste fiscal. 
Creo que no debemos discutir delante de las delegaciones y, si lo quisiéramos, nos quedamos a solas y lo 
debatimos. 


Por otra parte, con respecto a los aportes patronales, sobre todo en la industria de la construcción, quiero 
aclarar que cuando se habla de 70% u 80% de aporte, no se trata de aportes patronales, sino de un aporte 
unificado que incluye la licencia, el aguinaldo, el salario vacacional y el seguro. El trabajador de la 
construcción recibe el importe líquido, y a través del aporte unificado se pagan los demás rubros que integran 
la relación salarial. En este caso, el único pago que podría exonerarse serían los aportes patronales, luego de 
que se apruebe esta reforma tributaria, de la industria de la construcción, que será del 7,5%. En general, no se 
ha exonerado de este pago, salvo pedidos especiales, porque en el paso no hubo exoneración genérica de los 
aportes patronales, sin reforma tributaria. Con los ajustes fiscales de los Gobiernos anteriores la institución 
tuvo que pagar muchos dólares para hacer las refacciones de su sede. 


Creo que como institución sin fines de lucro deben estar tranquilos en el sentido de que esta modificación 
estructural del sistema tributario no intenta perjudicar a las verdaderas instituciones sin fines de lucro, porque 
no pretende hacerlas desaparecer, como muchos están interesados en hacer creer y generar nerviosismo. Acá 
las normas son claras. Siguen rigiendo los artículos de la Constitución y lo que establece el Título HI del 
Texto Ordenado, que estipula cuáles son las personas jurídicas o sociedades civiles que tienen los beneficios 
que otorgan los artículos 5” y 69 de la Carta. Eso no se está modificando y, por tanto, va a dar la tranquilidad 
de que en los impuestos nacionales que tienen que ver con la renta y el patrimonio esas exoneraciones se 
mantienen. 


En lo que tiene que ver con los aportes patronales, lo que se está financiando es ni más ni menos que el fondo 
de solidaridad y reparto del Banco de Previsión Social. Hay que tomarlo en cuenta desde ese punto de vista y 
no generalizar con respecto a los ingresos del Estado. El único fin es, entonces, solventar el pago de las 
jubilaciones y pasividades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La interpretación que hace la Mesa del texto que tenemos a consideración, 
indica que sólo quedarán exoneradas a partir de la reforma -si se aprueba tal como está- las 
instituciones establecidas en la Constitución de la República, es decir, las de carácter religioso y 
cultural. Hoy las comisiones de fomento están exoneradas del aporte patronal, y por eso a ustedes no 
les cobran por esas dos empleadas que tienen. 


(Diálogos) 


Hoy están exoneradas, pero con la reforma tributaria las sociedades de fomento no lo estarían; por eso 
han venido a plantear aquí su preocupación. Quizás sea esa una parte de las modificaciones a realizar. 


A mi modo de entender, salvo que aquí se nos indique qué artículo lo establece, toda otra asociación que no 
esté en la Constitución deberá pagar: partidos políticos, asociaciones de empleadores, etcétera. Pero vamos a 
no debatir aquí. En todo caso, lo podremos aclarar en algún momento. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Acá se insiste siempre en que cuando nos visitan ciudadanos 
que nos vienen a reclamar cosas, nosotros no podemos debatir y también que es malo que nuestros 
visitantes escuchen nuestras posiciones. Nosotros creemos que no es así. Además, hay muy pocas 
instancias de debate, como ustedes saben. La reforma tributaria no está siendo debatida en ningún 
ámbito. Lo que está siendo debatido en todos los departamentos y barrios es la reforma educativa, 
proyecto que se va a presentar en el año 2008. Pero este proyecto no está siendo debatido en ningún 
ámbito. En mi departamento de Rocha hace un mes o un mes y medio, una institución me invitó a 
participar en un debate acerca de la reforma. Fui e hice mi exposición. Todavía estoy esperando que el 
Gobierno vaya. Hace un mes y medio que hice mi exposición. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


De manera que, así como nosotros recogemos sus inquietudes, es bueno que nuestros visitantes nos 
escuchen. Comparto con el señor Diputado González Álvarez que se trata de un ajuste fiscal, porque los 
uruguayos vamos a pagar más de US$ 30:000.000 más por concepto de IVA, como resultado de esta reforma. 
Otros aumentos, a su vez, van a permitir que la caja del Estado recaude más. 


Todo esto responde a lógicas que los ciudadanos pueden escuchar y entender, por lo que nadie se debe 
agraviar. 


SEÑOR ASTTI.- No tenemos ningún inconveniente en discutir. 


Una de las formas de no decir la verdad es decir una verdad a medias. Es cierto que se recaudarán 

US$ 33:000.000 más por concepto de IVA, pero si usted quiere informar y discutir realmente, también debe 
decir que los impuestos al consumo bajarán US$ 139:000.000. Tiene que decir que se recaudará más a través 
del IVA y que se bajarán otros conceptos. Usted no está diciendo toda la verdad con relación a la baja de los 
impuestos al consumo. Eso que inventaron y ayudaron a inventar en el año 2002, que se llama COFIS, bajará 
US$ 140:000.000; el IMESSA disminuirá US$ 25:000.000. Todo eso, con las transformaciones que tiene el 
IVA, lleva a que la disminución de los impuestos al consumo alcance los US$ 139:000.000. 


Si queremos discutir, sería bueno no decir una parte de la verdad, sino toda la verdad. 


SEÑOR BRENTA.- Comparto lo que inicialmente se propuso: me parece que no es el ámbito para 
debatir estas cosas. Pero si hay voluntad de discutir, no hay problema: estamos dispuestos a debatir. A 
mí me tocó ir con el señor Presidente -si no lo soñé- y con el señor Diputado Amorín Batlle a la 
televisión y varios compañeros de la Comisión han ido a debatir en los medios de comunicación sobre 
la reforma tributaria. Ahora se dice que no hay debate, pero yo creo que lo hay. Y diversas 
instituciones nos han convocado para exponer sobre el tema. O sea que debate hay. 


Si se quiere debatir en la Comisión, a mí no me parece de estilo discutir delante de los invitados pero, si se 
pretende, se puede debatir. Reconozco la experiencia de los legisladores del Partido Nacional, que en el año 
1990 hicieron un ajuste fiscal del orden de los US$ 200:000.000. Por lo tanto, les reconocemos autoría y 


experiencia, muy particularmente al señor Diputado González Álvarez, que fue el miembro informante en el 
proyecto de creación del COFIS. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Por lo tanto, no sé qué aportan estas cosas. Ahora bien: si se pretende debatir, estamos dispuestos a 
hacerlo aquí, en la calle, en el Estadio Centenario o donde guste. 


SEÑOR POSADA.- Ciertamente, no creo que sea la mejor metodología de trabajo tener este tipo de 
discusiones cuando tenemos invitados. No comparto esa metodología de trabajo. Más allá del 
intercambio necesario, me parece que termina siendo poco favorable al propio trabajo de la Comisión. 


Muchas de estas cosas se habrían evitado si el Frente Amplio hubiese cumplido con lo que se comprometió 
hace algunas semanas, que era traer la propuesta que la mayoría de los Diputados y Senadores del Frente 
Amplio habían presentado al señor Ministro de Economía y Finanzas. El señor Diputado Conde se 
comprometió a presentar esa propuesta en la Comisión, y a la semana siguiente lo que tuvimos fue 
simplemente una suerte de punteo de los temas en consideración, lo que en realidad fue una tomadura de 
pelo. 


Por otra parte, si se va a informar, ciertamente debe informarse todo. Debe informarse que los impuestos al 
consumo, tomados en su generalidad, bajan, pero nada asegura, por la forma en que se cobran, que ese 
impacto sea trasladado al consumo. 


Por ahí ahora aparece el señor Ministro de Economía y Finanzas hablando de contralor, de controlar, lo cual 
nos genera más confusiones. Uno no sabe si el señor Ministro de Economía y Finanzas está sosteniendo 
ahora lo que sostenía en los años 1984 y 1985, en cuanto a que debía haber control de precios. Yo pensaba 
que el señor Ministro de Economía y Finanzas ya había evolucionado lo suficiente como para que no se 
estuvieran planteando esos temas. Sin embargo, se están planteando. 


Todo este tipo de cosas son las que terminan generando estos intercambios delante de una delegación que no 
tiene por qué escuchar estos desatinos que se vienen dando en la actuación del Gobierno y de su bancada. 


SEÑOR CONDE.- Conozco a muchos de los integrantes de las delegaciones que nos visitan -por 
razones que no vienen al caso-, inclusive a algunos de los que están presentes ahora, por lo que puedo 
decir al señor Diputado González Álvarez que esa gente, que ha estado y está aquí, no le va a creer 
nunca que esto es un ajuste fiscal. No pierda el tiempo y no detone una discusión en un lugar que no 
corresponde. 


Por otra parte, la semana pasada no estuve presente porque me encontraba en Córdoba en misión oficial, pero 
sé la discusión que se produjo a raíz de mi propuesta de publicitar el debate que tenemos en torno a los 23 
puntos. Podemos seguir esa discusión en otro momento; los 23 puntos están oficialmente reconocidos. Este 
tema que plantea la delegación no tiene nada que ver con ninguno de esos 23 puntos, de modo que podemos 
obviar ese paso y retomarlo más adelante. 


Por último, no tengo ningún inconveniente en discutir, pero si ante cada delegación que nos visita vamos a 
debatir toda la reforma tributaria, realmente la metodología de trabajo de esta Comisión va a ser un desastre; 
no se va a lograr nada concreto. Los ciudadanos van a terminar formándose una opinión a favor o en contra 
de la reforma cuando el proceso madure definitivamente en el correr de las próximas semanas; de modo que 
me parece que no hay por qué dar una batalla ante cada delegación que nos visita para ganar o no su apoyo. 
Ese no me parece un buen método de trabajo; más aún porque se están volcando temas nuevos o laterales, 
como el que acaba de plantear el señor Diputado Posada, que es muy importante pero que no hace a la 
reforma tributaria ni a la verdad o a la esencia de las cosas. 


Todos pueden estar absolutamente convencidos de que el señor Ministro Astori no tiene una línea de control 
administrativo de precios. Se trata de asegurar que ese más de 6% por concepto de impuestos que se rebajan 
efectivamente, llegue a la población, y no quede en manos de los intermediarios. Un artículo que hoy cuesta 
$ 107, a raíz de la reforma va a costar $ 100, por eso queremos que a partir del 1” de enero, cuando el señor o 


la señora vaya al supermercado, pague efectivamente $ 100 y no $ 107. No queremos que el comerciante se 
apropie de la rebaja de impuestos, que no está destinada a él sino al público. 


SEÑOR POSADA.- Quiero hacer una demostración del error que comete el Gobierno cuando hace una 
evaluación de estos temas. La base para que el Gobierno diga que en definitiva hay una disminución de 
la imposición al consumo se debe a que, al aumento que se produce por incremento de la base en el IVA 
-en definitiva, por este concepto las cuentas aumentan US$ 33:000.000-, le resta lo que disminuye por 
concepto de COFIS. Aquí hay un error del Gobierno. ¿Por qué? Porque supone que los 
US$ 139:000.000 de COFIS se van a transferir directamente al consumo y es un error. ¿Por qué es un 
error? 


Propongo al señor Diputado Conde que transite por la siguiente experiencia. Le sugiero que vaya a 
cualquiera de las grandes cadenas de supermercados y compre como consumidor un bien gravado con COFIS 
y después haga lo mismo pidiendo boleta. Las grandes cadenas de supermercados tomaron la decisión de que 
el precio final que se aplique en cualquiera de los dos casos sea el mismo. Vale decir que si se elimina el 
COFIS el precio no va a sufrir ninguna transformación. El precio va a seguir siendo el mismo, porque es el 
que tienen fijado al consumidor. Simplemente, cuando una persona pide la factura -sobre todo si se trata de 
un contribuyente-, a partir del precio final -el mismo que le cobran al consumidor- le discriminan el IVA y el 
COFITS. Hubo una asunción de costos por parte de las grandes cadenas de supermercados, por lo que una vez 
que se elimine el COFIS van a embolsar esa diferencia de la cual se habían hecho cargo. Como la gran 
mayoría de sus ventas son al consumo final, se hicieron cargo del COFIS. Cuando no se cobre más el COFIS, 
lo van a reembolsar. 


Las cuentas que presenta el Ministerio de Economía y Finanzas no son correctas; están afectadas por un 
hecho de la realidad, y es que el COFIS no se transfirió totalmente al precio final. Este es un hecho que 
demuestra claramente que las cuentas que hace el Gobierno no están bien. 


Comparto plenamente con el señor Diputado Conde que esta discusión no hay que darla ante las 
delegaciones. En todo caso, mi intervención se debió a que se estaba dando una información que no era 
veraz. Por eso me pareció oportuno realizar la aclaración, ya que se trata de la información correcta acerca de 
un punto muy controvertido. 


SEÑOR ASTI.- Creo que las expresiones del señor Diputado Posada merecen dos respuestas. 


En primer lugar, las cuentas del Gobierno son tal como las hemos dicho. La recaudación del IVA aumenta en 
US$ 33:000.000 y la recaudación por impuestos al consumo baja US$ 139:000.000. Si hay algún señor 
Diputado que no está de acuerdo con esas cifras, le pido que me lo diga. 


En segundo término, la única constancia que tenemos en esta Comisión acerca de lo que van a hacer los 
empresarios está registrada en la versión taquigráfica. Ante una pregunta que el señor Presidente hizo en la 
Comisión a una delegación de una importante Cámara de comerciantes, y esperando una respuesta similar a 
la que dio el señor Diputado Posada, dijeron exactamente lo contrario. Por supuesto que estamos esperando 
que se apruebe la reforma para poder bajar ese 3% y la tasa correspondiente de IVA para competir mejor con 
el mercado informal. Podremos especular sobre qué van a hacer los comerciantes, de la misma manera que 
cada vez que hay un aumento de cualquier bien que esté tarifado especulamos si se traslada o no a los 
consumidores; cada comercio, cada cadena tendrá en cuenta cómo queda para competir con otros 
proveedores y luego decidirá si le conviene o no hacer eso. Esperemos que se termine de aprobar la ley de 
defensa de la competencia para poner a la luz alguno de esos acuerdos que ha anunciado el Ministerio, que se 
velarán desde el Área de Defensa del Consumidor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a la intervención del señor Diputado Asti, recordando mi 
pregunta a la organización de bazares y comerciantes, debo decir que por datos que he recabado, tengo 
la misma impresión que sostuvo el señor Diputado Posada. Las expresiones del señor representante de 
esa institución que quedaron registradas en la versión taquigráfica servirán a la hora de comprobar si 
su compromiso se cumple o no. Yo creo que no lo va a poder cumplir, y di mi opinión en su momento. 


No habiendo más anotados, debería decir a la delegación que nos visita que se ha registrado en la Comisión 
lo que es su propuesta concreta y cómo esta reforma tributaria va a abordar el aporte patronal a las sociedades 
de fomento; se trata de una visión diferente, en cuanto a lo que esta reforma prevé para esa exoneración. A mi 
modo de ver, no la prevé; a modo de ver de la delegación del Partido de Gobierno, sí la prevé. Pero para no 
entrar en discusión, lo que ustedes deberían llevarse de aquí es la opinión mayoritaria -de lo contrario, que se 
diga ahora- en el sentido de que, más allá de que esté prevista o no esa exoneración, en este Cuerpo no se va 
a votar un aporte patronal a las sociedades de fomento. Es decir que ustedes deberían irse tranquilos -si es a 
lo que vinieron- porque no hay voluntad política de votar un aporte patronal a las sociedades de fomento, y 
que van a gozar de la exoneración que están reclamando. Traiga o no esta exoneración la reforma tributaria, 
en esta Comisión parece haber consenso de que no la deberían tener. Si no es así, quien piensa que se les 
debe aplicar el aporte patronal, supongo que debería decirlo en este momento. 


SEÑOR DELORENZO.- No mencioné que nos acompañan los señores Juan Martínez y Julio Muñoz. 


Como colofón, en primer lugar, quiero decir que la exoneración del aporte patronal al BPS respecto de los 
empleados está pedida pero no decidida; en la práctica no se cobra. 


En segundo término, respecto de los aportes que tengamos que hacer al BPS por las obras a realizar en la 
sede en beneficio de la comunidad y que importa un porcentaje determinado ?80% o 90%?, coincido con lo 


que decía el señor Diputado Asti, en el sentido de que ahí hay otro tipo de retribuciones. Pero en caso de 
exoneración, de 90% bajará a 60% o 50%, lo que constituye un beneficio importante. 


En tercer lugar, no venimos aquí a pedir una prebenda. Entendemos que es una razón de justicia fundada, 
porque el Estado tiene que prestar el servicio. Por distintas razones no lo presta; lo prestamos nosotros y 


cuando llega el momento de recibir la colaboración del Estado, no la tenemos. 


¿Cómo sigue esto? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Su pregunta no tiene respuesta. 


(Diálogos) 


La Comisión tiene este tema en el orden del día y lo está considerando. No podemos dar más 
información que esta. 


SEÑOR DELORENZO.- Pedimos autorización para distribuir el pedido de exoneración que hicimos 
en el año 2000, con las disposiciones legales vigentes y cuáles son nuestras pretensiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 
Agradecemos su visita y quedamos a las órdenes. 


(Se retiran de Sala representantes de la Coordinadora de Entidades de la Unión) 


(Ingresa a Sala un representante de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el 
Uruguay) 


La Comisión está recibiendo al Presidente de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de 
Usura en el Uruguay, señor José Aneiros Bastos, a fin de referirse al proyecto de reforma tributaria. 


SEÑOR ANEIROS BASTOS.- Antes que nada, quiero pedir disculpas porque no pudieron participar 
en esta instancia el doctor Hugo Mondino y el procurador Jorge Granero, debido a que las audiencias 
en el Poder Judicial coincidieron con la hora en que debíamos presentarnos a esta Comisión. Por 
supuesto que agradecemos a la Comisión la posibilidad de ser escuchados en este tema. 


En primer lugar, queremos hacer alguna alusión a la exposición de motivos y luego a las soluciones que 
plantea este proyecto de reforma tributaria. 


Leemos en la exposición de motivos que una de las razones esenciales es mejorar la calidad de vida de los 
uruguayos, hecho que todos debemos compartir. 


En segundo término, se hacen precisiones de que hay exoneraciones que no están justificadas. Ahí 
discrepamos con la solución que adopta la reforma porque entendemos que hay algunas situaciones que no 
justifican exoneración alguna. Nos estamos refiriendo concretamente a falsas cooperativas que están 
utilizando la estructura cooperativa para beneficiarse de exenciones tributarias y también de la posibilidad, en 
algunos casos, de retener sueldos y pasividades. Estos son catorce casos que hemos reiteradamente 
denunciado en el Parlamento, en el área de defensa al consumidor, en la Auditoría Interna de la Nación, en el 
Banco Central y hasta en la Suprema Corte de Justicia para que tome nota debida el Poder Judicial. 


La solución no pasa por castigar a las auténticas cooperativas, como aquí se hace; precisamente por no tener 
finalidad de lucro y mucho menos de usura -como me referí anteriormente a las falsas cooperativas-, en este 
caso, las exoneraciones están totalmente justificadas. 


También se hace alusión a que hay una excesiva imposición al consumo en el régimen actual. Esto es cierto. 
El 72% de la tributación se basa en impuestos indirectos y solo el 28% es imposición directa. 


Si analizamos el impacto que tendrá esta reforma, esta ecuación no difiere sustancialmente de la realidad. En 
lugar de tener esta distribución del 72% y del 28%, pasamos al 70% y al 30%. 


SEÑOR ASTTI.- Es un 67% y 33%. 


SEÑOR ANEIROS BASTOS.- Vamos a analizar estas cifras, porque surgen, precisamente, de la 
documentación que viene del Poder Ejecutivo. 


Compartimos que existe un régimen de renta parcial, que es el IRP, con el que solo los trabajadores están 
gravados. Aquí se propone una situación muy sustancial, que es el impuesto a la renta de las personas físicas, 
que no solamente grava las rentas de trabajo, sino las de capital. 


También compartimos la preocupación por la proliferación de pequeños impuestos de baja recaudación. En la 
actualidad, tenemos algo así como veintinueve impuestos -si mal no recuerdo-, que quedarán reducidos a 
trece, es decir, prácticamente a la mitad. De manera que se trata de lograr una mejor eficiencia del sistema 
impositivo, reduciendo impuestos que justifiquen una recaudación y eliminando aquellos numerosos 
impuestos cuya recaudación es muy baja y, por tanto, no se justifican. En ese sentido, compartimos también 
esta modificación del sistema tributario en cuanto a simplificar su estructura. 


Por supuesto, compartimos toda medida que estimule la inversión y el empleo, que es uno de los objetivos de 
la reforma, así como también, fundamentalmente, la reducción de la carga fiscal, en la medida en que la 
recaudación lo permita. En concreto, advierto que está prevista la rebaja del IVA, tasa básica que en principio 
baja del 23% al 22%, pero hay autorización por parte del Poder Ejecutivo, en la medida en que la 
recaudación lo permita, para bajarla al 20%, aspecto que compartimos totalmente. 


Discrepamos radicalmente en la imposición a la renta. ¿Por qué discrepamos? Porque esta modificación que 
se hace a través del impuesto a la renta de las personas físicas, que a nuestro juicio es la principal reforma 
que introduce esta modificación fiscal, implica una imposición al trabajo de US$ 324:000.000 y una 
imposición al capital de US$ 25:000.000. En total se prevé un ingreso de US$ 349:000.000 por concepto del 
nuevo impuesto a la renta de las personas físicas. Esto significa que se grava la renta del trabajo en un 93% y 
solo el 7% corresponde a la renta de capital. Entendemos que más que un impuesto a la renta, esto es un 
impuesto al trabajo. Por lo tanto, los motivos expuestos no coinciden con el resultado práctico de esta 
reforma. Creemos que se ha privilegiado en forma errónea el capital, previendo tasas menores que alcanzan 
el 10%; en cambio, el gravamen al trabajo alcanza a tasas del 10% al 25%. 


También discrepamos con el mínimo imponible de este impuesto, por considerarlo excesivamente bajo. Está 
en el orden de los $ 7.000; nosotros proponemos elevarlo por lo menos a $ 15.000 y llevar las tasas, tanto de 
capital como de trabajo, a una escala que podría ser en lugar de un 10% a un 25%, del 10% al 50%, como se 
aplica en muchísimos países del mundo. 


Por la misma razón, discrepamos radicalmente con este criterio dual, gravando de una forma al trabajo y de 
otra al capital. Creemos que la solución pasa, como en la casi totalidad de los países del mundo, por un único 
impuesto que grave por encima de un mínimo imponible con tasas progresivas a medida que el ingreso crece, 
sea este por capital o por trabajo. 


Con referencia a la imposición al consumo, ya enunciábamos que pasamos del IVA de tasa básica del 23% al 
22% y que inclusive podía llegar al 20%, y que la tasa mínima tiene una reducción todavía mayor del 14% al 
10%, lo que agregado a la eliminación del COFIS se transforma, en realidad, en una disminución del 17% al 
10%, que afecta fundamentalmente la canasta básica familiar. 


También advertimos que hay un cambio en la base impositiva: elementos que no están gravados con la tasa 
básica, pasan a estarlo; factores que no estaban gravados con la tasa mínima, pasan a estarlo, y otros que 
estaban con la tasa mínima, pasan a estar gravados con la tasa básica. Esto es un poco como aquello que dice 
la frase popular de Santa Rita, que con una mano te da y con la otra te quita. Aquí pasa algo similar, ya que 
esta reducción de tasas -que está muy bien, sobre todo la de la tasa mínima, pasando del 17% al 10%, que 
afecta a los sectores de mayor consumo y de más bajos ingresos- se compensa con la modificación de la base 
imponible. Entonces, en realidad, la recaudación por concepto de IVA -tanto tasa básica como tasa mínima- 
que hoy está en el orden de 1.324:000.000 pasa a 1.632:000.000. Es decir que en lugar de rebajar, aumenta la 
recaudación de este impuesto indirecto. 


Por lo tanto, creemos que no se cumple la finalidad de rebajar esta imposición y que el consumidor en 
particular no se verá beneficiado por esta rebaja, que entendemos es muy importante para la canasta familiar 
pero en los hechos, como actualmente hay elementos que no aparecen gravados -por ejemplo, el boleto, que 
no está gravado y pasará a estarlo con tasa mínima, o el caso de las frutas y verduras, que ahora se gravan con 
tasa básica-, esto va a incidir en el consumo familiar. 


Tenemos que ver algo que se manifiesta muy bien en la exposición de motivos de este proyecto. Me refiero a 
la diferencia que existe entre hacer una ley y que ella se aplique. Un ejemplo de ello es la Ley N* 17.250, de 
defensa del consumidor, que hasta este momento no ha operado en el país, a pesar de que fue aprobada en 
2002. Esta dificultad de aplicar la ley va a ser muy importante en esta instancia porque es fundamental que 
funcione bien el área de defensa del consumidor. Actualmente, el área de defensa del consumidor, por lo 
menos en el área financiera, está funcionando como área de defensa del contraventor. Entendemos 
imprescindible que se haga una buena ordenación del área que, precisamente, va a controlar estas rebajas que 
se pretende que lleguen a la población, para que no queden en manos de los intermediarios. 


Entendemos que todo el sector del área financiera, que hoy ha desvirtuado la ley de defensa del consumidor, 
y que en lugar de defender al consumidor defiende al contraventor, debe ser sujeta a una inspección 
administrativa, a una investigación administrativa. Ya se hizo una investigación en el Período anterior, pero 
fue más bien un simulacro y estaba a la vista que iba a fracasar. 


Nosotros tenemos contacto diario con esta oficina por razones de defensa de la usura. Jamás hemos visto 
defender al consumidor cuando se demuestra usura. Por ejemplo, sin ir más lejos, hace dos días tuvimos 
conocimiento de que la falsa cooperativa COAC había hecho un préstamo de $ 7.000, el deudor había pagado 
$ 17.000, se había pagado una tasa abusiva del 360% cuando el máximo permitido es de 65%, y esta 
cooperativa se daba el lujo de reclamar $ 46.000. ¿Por qué lo hacía? Porque la Intendencia Municipal de 
Montevideo hizo un convenio con el Banco de la República, por el cual se consolidaban todas las deudas. 
Pero consolidar las deudas no significa consolidar deudas ilegales, menos deudas usurarias, y menos deudas 
de falsas cooperativas. 


Entonces, lo primero que hay que hacer en este país es aplicar las leyes. Y cuando hablo de aplicar las leyes 
me refiero a aplicar la ley de defensa del consumidor, la ley_de usura, el artículo 52 de la Constitución y que 
el Banco Central, el área de defensa del consumidor, la Auditoría Interna de la Nación y el Poder Judicial, a 
través de sus oficinas actuariales, apliquen estas leyes que son de orden público y que después se desvirtúan 
en la práctica, por defectos de aplicación o por corrupción, como más de una vez hemos denunciado. 


De nada vale hacer un gran esfuerzo -sin duda, es un gran esfuerzo el que se va a hacer; seguramente, este no 
será el texto definitivo- y que todos estemos embarcados en tratar de mejorar nuestro sistema fiscal para que 
después una oficina o un grupo minoritario de funcionarios -tampoco es la mayoría- desvirtúe totalmente en 
los hechos este tipo de cosas. 


Por eso voy a pedir que la versión taquigráfica de mis palabras sea trasmitida a los organismos que he 
aludido, concretamente, al Ministerio de Economía y Finanzas, al Banco Central, a la Suprema Corte de 
Justicia y a la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Prosiguiendo con el análisis de las reformas incorporadas por este proyecto de reforma tributaria, entendemos 
que presenta también la unificación de aportes patronales a la seguridad social. Nos parece bien que se haga 
esto, pero no a costa de la exoneración que tienen las verdaderas cooperativas de nuestro país, que son todas 
las de consumo, porque el problema de corrupción está radicado exclusivamente en el área de ahorro y 
crédito, pero no en las de consumo y tampoco en otras áreas como las cooperativas de trabajo. De modo que 
no se puede dar un mismo tratamiento a cosas que son sustancialmente diferentes. 


De manera que estamos de acuerdo con que se haga una unificación de aportes patronales, pero que no se 
grave con aportes patronales a aquellos que no tienen patrones, como es el caso de las verdaderas 
cooperativas. 


Se ha hablado mucho de que esta reforma implica un ajuste fiscal. Claramente, no existe un ajuste fiscal. Hay 
rebaja... 


(Interrupciones de varios señores Representantes) 


SEÑOR MUJICA.- Solicito que las últimas palabras del invitado figuren en negrita en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR ANEIROS BASTOS.- Hay una clara rebaja de USS 73:000.000, tal como figura en el Folio 
N”* 18 del proyecto de reforma tributaria. 


En muchos aspectos queremos ser especialmente puntuales. Vamos a referirnos al impuesto al patrimonio de 
las personas físicas. En este caso, si bien no se anula, su recaudación es prácticamente cero y se tiene como 
impuesto testimonial. Entendemos que esto es un error y que, por el contrario, debe pagar más quien más 
tiene, y una forma de imposición directa es, precisamente, este impuesto al patrimonio de las personas físicas, 
que nunca ha funcionado bien en este país por una falta de control, sobre todo de información, entre la DGI y 
el Registro Inmobiliario, en el que están identificados todos los inmuebles. Seguramente, si hacemos un 
chequeo, nos vamos a encontrar con que la mayoría de los inmuebles de nuestro país no tributan impuesto al 
patrimonio. 


Esto se soluciona con un simple cruce de información. Esta recaudación de US$ 15:000.000 que hoy se logra 
con este impuesto, y que pasará a ser cero, tendría que multiplicarse por cuatro o por cinco y servir para 
financiar, entre otras cosas, la reforma de la seguridad social, hecho que no está contemplado en este 
proyecto de reforma tributaria. 


Creo importante destacar cuál es la situación actual y cómo quedaría luego de esta reforma fiscal. 


Hemos hecho un ranking de impuestos actuales, según su recaudación, y lo dividimos simplemente en siete 
categorías. 


Tenemos por recaudación de IVA US$ 1:624.000; por IRIC, US$ 411:000.000; por IMESL, US$ 409:000.000; 
por impuesto al patrimonio de las personas jurídicas, US$ 183:000.000; por impuesto a las retribuciones 
personales, US$ 148:000.000; por COFIS, US$ 123:000.000; y el resto, que son veintitrés impuestos, 

US$ 273:000.000. En total, la recaudación es de US$ 3.174:000.000. 


¿En qué queda esto si se aplica la reforma tal cual está? En un IVA de US$ 1.632:000.000; impuesto a la 
renta de las actividades empresariales, US$ 394:000.000; IMESL, US$ 543:000.000; impuesto al patrimonio 
de las personas jurídicas, US$ 183:000.000; impuesto a la renta de las personas físicas, US$ 349:000.000; y 
el resto es prácticamente nulo. El total es US$ 3.101:000.000. 


De manera que tenemos algo así como veintinueve impuestos que se reducen a trece, logrando una 
simplificación, pero todavía nos queda en el debe esta estructura negativa que tenemos con un gravamen al 
consumo del 70%, y 30% de impuestos directos. 


Y con esto voy a contestar al señor Diputado Asti. El 30% resulta de tomar un total de US$ 3.101:000.000, 
que es el resultado de la reforma -los US$ 3.174:000.000 que tenemos ahora menos los US$ 73:000.000 que 
dejamos de recaudar- y los impuestos directos, que son los US$ 394:000.000 del impuesto a la renta de las 
actividades empresariales, los US$ 183:000.000 correspondientes al impuesto al patrimonio de las personas 
jurídicas, y US$ 349:000.000 del impuesto a la renta de las personas físicas. Eso nos da un poco más de 29%; 
nosotros lo redondeamos en 30%. 


En cambio, quedan como impuestos indirectos estos US$ 1.632:000.000 de IVA, US$ 543:000.000 de 
IMESI, lo que en total representa un 70%. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer dos o tres apreciaciones. 


Con respecto a esto último, que es lo que está más fresco, si bien no tengo en este momento exactamente la 
estructura, la nuestra da 68% de impuestos indirectos después de aplicada la reforma y 32% de impuestos 
directos; chequearemos esto. Para que quede claro, la situación actual es de 72,3% de impuestos indirectos y 
de 27,7% de impuestos directos. Tengo redondeados los otros porcentajes; no tengo acá el detalle, pero sí, 
porque ya lo dijimos anteriormente y el señor Aneiros Bastos lo volvió a repetir, la variación del IVA y sus 
efectos sobre el total de los impuestos al consumo. Vamos a repetir algo que dijimos anteriormente y que 
ahora reitera el contador Aneiros Bastos respecto a la variación del IVA y sus efectos sobre el total de los 
impuestos al consumo. En realidad, el IVA tiene un aumento en la tasa básica por la disminución inicial del 
1%, y está prevista la disminución de otros dos puntos -al 21% y al 20%-, cada uno de los cuales implica 
US$ 60:000.000. 


En este momento hay una mayor recaudación, de unos US$ 50:000.000 en la tasa básica del IVA y una 
disminución de algo más de US$ 20:000.000 en la tasa mínima. También hay una disminución de 

US$ 123:000.000 por concepto de COFIS y de US$ 24:000.000 de IMESSA, que disminuye porque la salud 
queda gravada con el IVA. Por último tenemos una disminución de US$ 25:000.000 por el efecto que tiene 
aplicar el IVA sobre el COFIS. Tenemos en total US$ 139:000.000 menos de recaudación, por la imposición 
al consumo. En eso coincidimos. Para decir que el IVA básico aumenta US$ 50:000.000 hay que verlo 
globalmente, porque algunos de los bienes que se gravan con la tasa básica no son de consumo familiar, 
como por ejemplo todo lo que tiene que ver con la construcción. 


La segunda precisión, que deberían hacerla los demás compañeros, es la siguiente. Dos de los puntos que 
manifestaba el contador Aneiros Bastos como objetables de este texto que tenemos a consideración, que es el 
proyecto que envió el Poder Ejecutivo, referidos a las exoneraciones a las cooperativas y a la disminución del 
impuesto al patrimonio de las personas físicas son algunos de los veintitrés puntos que estamos analizando en 
la fuerza de Gobierno. Esto es lo que nos comprometimos a decir cada vez que se mencionara algunos de 
estos puntos, que pueden ser modificados. 


SEÑOR ANEIROS BASTOS.- Cuando hablamos de cooperativas truchas nos referimos a CASH, 
COSSAC, CACCSOE, COACC, COSUR, COLON, ASCCAN, SOCACI, CEACS, OCAC, Cooperativa 
Artigas, COPROBIEN y CODAC. En todos los casos han transgredido la legislación de usura. No son 
cooperativas, sino empresas que tienen fines de lucro y están prohibidas. Habría que agregar a 
CACFU, que la obvio por los comentarios que han salido en la prensa en estos días. 


¿Cómo se encara racionalmente, a nuestro juicio, este tema de las falsas cooperativas? Mediante medidas 
administrativas y legislativas. Comenzamos por las últimas, que son de competencia de los legisladores. 
Cuando hablamos de vías legislativas, nos referimos en primer lugar a la ley_ general de cooperativas, que 
está a estudio de la Cámara de Representantes pero también a la aprobación del proyecto de ley de usura que 
está radicado en el Senado y a la ley_de creación del registro único de créditos financieros, que cuenta con 
media sanción de esta Cámara pero falta la aprobación del Senado. 


También se requieren medidas administrativas. Se requiere una inmediata intervención judicial de estas 
catorce cooperativas truchas y la gestión de supresión de la personería jurídica, porque el Estado se las otorgó 
para cumplir determinadas funciones y están cumpliendo otra radicalmente distinta, con un engaño notorio a 
la población. Diría que se visten con un ropaje que no condice con sus actividades económicas, ni con sus 


fines. También habría que poner todos los antecedentes a consideración de la Justicia competente, para que 
dictamine en cada caso la responsabilidad que cabe a los directores de estas falsas cooperativas. 


Me interesaba hacer estas precisiones, fundamentalmente, para que las cosas que están ocurriendo en nuestro 
país, que dependen en algo del Parlamento, pero en mucho de la Administración, sean conocidas por los 
sectores responsables de la Administración. Me refiero al Ministerio de Economía y Finanzas, al Banco 
Central y al Poder Judicial. En cuanto al Poder Legislativo, ya hemos dicho cuáles son las medidas que 
apoyamos en forma calurosa, porque entendemos que están atacando el problema de fondo. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero poner en conocimiento de quien nos visita que en la Comisión Especial 
sobre Marco Cooperativo que esta Cámara ha creado en este Período, estamos en la etapa de votación 
del articulado. El Partido Nacional mos ha pedido un par de semanas para analizar algunas 
modificaciones al proyecto original, pero es nuestra intención aprobarlo lo más rápidamente posible, 
porque entendemos que este es uno de los instrumentos más importantes a la hora de determinar qué 
son cooperativas y qué no lo son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la participación del contador Aneiros Bastos, que ha asistido en 
nombre de AFINDU, y quedamos a las órdenes. 


Se levanta y la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


